
Una clara disminución en sus
ingresos, pero a la vez una mi-
rada de optimismo para con su
labor hacia el futuro, fueron al-
gunos de los hallazgos de Socie-
dad en Acción, iniciativa del
Centro de Políticas Públicas de
la U. Católica, que, a dos años
de estallar el caso Convenios,
determinó el estado en que se
encuentran las fundaciones del
país, mediante una encuesta a
268 directores ejecutivos.

Ente los datos que arrojó la
medición está que un 30% de
las fundaciones reportó una
disminución de ingresos, lo
cual —a juicio del Centro de Po-
líticas Públicas UC— “indica
que la sostenibilidad financiera
es una preocupación real”.

En cuanto a sus fuentes de fi-
nanciamiento, las fundaciones
aseguran que durante 2024, el
70% de sus ingresos, en prome-
dio, fue obtenido mediante do-
naciones (38%); generados por
la propia organización (32%);
gobierno central (24%); gobier-
nos regionales (4%), y munici-
pios (2%). Además, un 44% de
las organizaciones desarrolla su
labor con financiamiento priva-
do, mientras que un 56% decla-
ra que sí tuvo colaboración con
el Estado en 2024. 

Ignacio Irarrázaval, director
del Centro de Políticas Públicas
de la UC, dice que “han caído
los aportes del Estado, ha habi-
do más restricciones, y proba-
blemente, eso hace que las do-
naciones pesen un poco más”.

Otro aspecto del estudio es
que el 88% de las fundaciones
consultadas declara que el “con-
trol burocrático” del Estado ha

aumentado; un 57% sostiene
que existe más desconfianza del
Estado sobre la labor que realiza
la organización; un 52% afirma
que la relación con las contra-
partes del Estado ha empeorado,
y un 17% afirma que su organi-
zación está considerando dejar

de colaborar con el Estado.
“El caso Convenios todavía

está afectando la relación de las
fundaciones con el Estado”, ar-
gumenta Irarrázaval, junto con
que “sigue operando de descon-
fianza, de mayor tramitación,
que las rendiciones no se aprue-
ban oportunamente, etcétera”.

En ese sentido, apunta que
“detrás de esto hay niños en
hogares residenciales, adultos
mayores postrados, personas
que esperan el mejoramiento
de una plaza o de un espacio
público; entonces, en el fondo
la preocupación de esta buro-
cratización tiene que ver con
los destinatarios finales del ac-
cionar de las organizaciones de
la sociedad civil”.

Con todo, valora que la ma-

yor parte de los encuestados
“percibe una mirada optimista
del futuro, lo que se puede rela-
cionar en que se reconoce con
fuerza su aporte para la solu-
ción de problemas sociales”.

Alejandra Valdés, directora
de la Corporación Cultural de
Lo Barnechea, dice que “el caso
Convenios, más los casos de
falta de probidad en el manejo
de las platas públicas, tiene im-
pacto en la recepción de recur-
sos para las fundaciones y las
corporaciones”, y añade que
los contribuyentes “tienen
aprensiones” por los casos de
fraudes: “Todo se ha ido su-
mando en pro de que existan
menos recursos disponibles pa-
ra que las corporaciones y fun-
daciones operen”.

Efectos de la investigación sobre malversación de fondos públicos:

A dos años de inicio del caso
Convenios, 30% de fundaciones
reporta caída en ingresos 

Análisis también arroja que el 88% de estas organizaciones declara que el “control
burocrático” del Estado ha aumentado.
OSCAR RIQUELME BRACHO

INVESTIGACIÓN.— La Policía de Investigaciones (PDI) ha realizado una serie de allanamientos en reparticiones
públicas los últimos dos años, en el marco de la indagatoria por el caso Convenios.
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“Para tener la gratuidad le tuve
que pedir a mi papá, que está sepa-
rado de mi mamá, que hiciera una
declaración jurada de que no se
‘ponía’ con nada. Al principio, él
se resistió, porque no era verdad, y
porque le podía traer problemas
judiciales. Al final lo hizo y me die-
ron la gratuidad”, relata Carolina,
estudiante de Ingeniería Comer-
cial de una universidad estatal. 

Aunque su familia no pertenece
al 60% de menores ingresos de la
población, la alumna justifica la
“trampa” en que “tampoco nos so-
bra la plata; mis hermanos chicos
están estudiando todavía y yo por
50 lucas no clasificaba”.

Lo que hizo Carolina —un tipo
de ardid que suele recomendarse
en foros en las redes sociales— “es
algo que está muy extendido”,
afirma Carlos Williamson, exrec-
tor de la U. San Sebastián e investi-
gador principal del Centro Lati-
noamericano de Políticas Econó-
micas y Sociales (Clapes) UC.

“He conversado con rectores y
lo que me dicen es que práctica-
mente ha desaparecido el séptimo
decil, porque está en el umbral del
último eslabón en la cadena de la
gratuidad”, dice. 

Según Williamson, “este fenó-
meno es muy palpable en univer-
sidades que tienen estudiantes en
los deciles más altos”.

El investigador califica como
“preocupantes” los dos efectos
que esta situación provocaría.
“Por un lado, se está engrosando el
número de estudiantes que tienen
que ser financiados por el Estado y
no se cumple con el espíritu de la
ley; y, por el otro, afecta el copago
que hay en el séptimo decil, por-
que una persona que se mueve ha-
cia el sexto decil no solo adquiere
la gratuidad del Estado, sino que
también desaparece el copago y
eso impacta en las finanzas de las
instituciones”.

Además, vincula esta situación
con el proyecto de Financiamiento

para la Educación Superior (FES)
—que hoy se contempla que se vo-
te hasta total despacho en la comi-
sión de Hacienda de la Cámara de
Diputados— y el escenario que
podría generar: “El FES tiene co-
mo elemento importante eliminar
el copago de los deciles 7, 8 y 9. Por
lo tanto, si alguien sale del decil 7 y
deja de copagar, y se va al decir 6 y
aparece como gratuidad, eviden-
temente causa un perjuicio”.

“Basta que un alumno
declare que vive solo”

Juan Eduardo Vargas, rector de
la U. Finis Terrae, plantea que “se
suele decir en nuestras reuniones
de rectores que efectivamente el
séptimo decil ha ido ‘desapare-
ciendo’, pues el incentivo a estar
dentro de los seis primeros es tan
grande que hay estudiantes que

falsean antecedentes para poder
optar a la gratuidad”.

Proyectando lo que pudiese
ocurrir de aprobarse el FES, el
también exsubsecretario de Edu-
cación Superior dice que “en las
universidades que hoy tienen gra-
tuidad el estudiante buscará evitar
más que antes quedar en el sépti-
mo decil, si es que percibe al FES
como un financiamiento que
eventualmente le va a implicar pa-
gar bastante más que lo que el Es-
tado invierta en él”.

Vargas sostiene que “actual-
mente ese estudiante puede optar
a una combinación de becas +
CAE, que es bastante razonable.
Pero si ahora tiene como opción
solo el FES, que no tiene claro qué
tan bueno sea para él, puede ser
que el incentivo a falsear antece-
dentes sea mayor todavía”.

Williamson, en tanto, pone el

foco en las principales artimañas
utilizadas para falsear la informa-
ción financiera de las familias.

“En general, es muy fácil hacer-
lo, porque basta con que un alum-
no declare que vive solo, que no
depende de los padres, y que está
pagando un arriendo o una pen-
sión”, dice. Añade que “hay mu-
chas formas de engañar para pa-
sarse a la gratuidad”, y considera
que “ha habido desidia por parte
del Estado. Se está haciendo la vis-
ta gorda y, perfectamente, se po-
drían intensificar los controles,
aprovechando las herramientas
del Servicio de Impuestos Inter-
nos (SII), para poder acreditar las
capacidades económicas de las
personas”.

Para Williamson, si bien el Mi-
nisterio de Educación “es el en-
cargado de certificar las condicio-
nes que permitan el acceso a la

gratuidad, obviamente la Direc-
ción de Presupuestos debe ser
proactiva, mirar la historia de ca-
da universidad, detectar por qué
uno de los deciles se incrementó e
investigar”.

La diputada Karen Medina
(ind.-DC) señala que “sería muy
bueno analizar este sistema para
mejorarlo, y no con la idea de casti-
gar. Aquí es importante poder ver
de forma crítica si esta herramien-
ta está cumpliendo el objetivo de
ayudar a las familias más vulnera-
bles, y de lo contrario, quizás debe-
mos abrirnos a hacer cambios a la
Ficha de Protección Social”.

La clave de focalizar
bien los recursos

Juan Pablo Valenzuela, director
del Centro de Investigación Avan-
zada en Educación de la U. de Chi-

le, afirma que “este es un tema de
fe pública y donde los recursos tie-
nen que estar bien focalizados en
quienes corresponda”. Enfatiza
que “donde el Estado más ha in-
crementado sus recursos es en la
educación superior, y este es un
aporte directo que tiene esa condi-
ción, y lo que uno esperaría es que
haya más rigor en los mecanis-
mos”.

El diputado republicano Step-
han Schubert, miembro de la co-
misión de Educación, reconoce
que “es algo que siempre se men-
ciona, en cuanto a que las familias
falsean los datos, tanto para acce-
der a la gratuidad como a otros be-
neficios que ofrecen las casas de
estudio”. 

A juicio del legislador, “tanto la
Superintendencia de Educación
como los distintos estamentos que
otorgan la gratuidad deberían te-
ner amplias facultades para che-
quear la información entregada,
para verificar en el SII, en los regis-
tros de propiedades, y que se haga
un cruce de información”.

Schubert recalca que “la princi-
pal trampa que se usa en la zona
sur, por ejemplo, es que el alumno
diga que se fue a vivir al campo
con sus abuelos, pero al final llega
manejando su propio auto y tiene
teléfono de última generación”.

Instancias de control

Consultada por “El Mercurio”,
la Subsecretaría de Educación Su-
perior respondió que “concentra
sus esfuerzos de información” en
los postulantes “que cumplen los
requisitos para la gratuidad, por lo
que no corresponde a nuestra esfe-
ra de competencias pronunciarnos
sobre los deciles no considerados
en este beneficio”. 

El ente asegura que “en cada
proceso de postulación se desarro-
llan instancias de control y verifi-
cación del cumplimiento de los re-
quisitos”, y que mediante ellos se
busca “evitar comportamientos
estratégicos o fraudulentos”.

Expertos alertan sobre otro riesgo que podría causar el proyecto de Financiamiento para la Educación Superior:

“Trampas” que permiten calificar para la
gratuidad podrían extenderse con el FES

V. FUENTES, D. GOTSCHLICH Y M. CERDA

Especialistas anticipan que iniciativa generaría más incentivos para que alumnos falseen datos socioeconómicos y accedan al no
pago. Engaños van desde declarar que viven solos o con sus abuelos a que no reciben apoyo monetario de sus padres.

BENEFICIOS.— Rectores de universidades acogidas a la gratuidad reconocen que el séptimo decil ha ido “desapare-
ciendo”, dados los incentivos de estar dentro de los 6 primeros deciles.
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‘‘Es importante ver
(...) si esta herramienta
está cumpliendo el objetivo
de ayudar a las familias
más vulnerables, y de lo
contrario, quizás debemos
abrirnos a hacer cambios
a la Ficha de Protección
Social”.
...................................................................

KAREN MEDINA
DIPUTADA IND.-DC

‘‘Donde el Estado
más ha incrementado sus
recursos es en la educación
superior, y este es un
aporte directo, y uno
esperaría más rigor en
los mecanismos”.
...................................................................

JUAN PABLO VALENZUELA
DIRECTOR CIAE U. DE CHILE

El voto de la alcaldesa Carol
Bown (UDI) dirimió el empate 4 a
4 que el concejo de San Miguel re-
gistraba luego de que ocho ediles
votaran sobre la propuesta de re-
nombrar como Salesianos a la
avenida Salvador Allende.

Como se preveía, la jefa comu-
nal se inclinó por la opción de que
la vía retomara la tradicional de-
nominación que tuvo hasta sep-
tiembre de 2023, cuando en el
marco de los 50 años del 11de sep-
tiembre de 1973, fue bautizada en
homenaje al expresidente.

“Pese a la intensidad emocional
que este tema ha tenido, el respeto
y el sano diálogo democrático son
el camino para resolver incluso
las diferencias más profundas y
las decisiones que aquí se toman,
aun cuando no sean unánimes,
deben buscar siempre el bien co-
mún de la comuna y el fortaleci-
miento de nuestra vida democrá-
tica”, destacó Bown tras emitir su
voto.

Quienes se oponían a la pro-
puesta apuntaron a la falta de re-
presentatividad de los datos pre-
sentados en pos del cambio: “La

consulta ciudadana fue limitada,
las encuestas solo fueron concen-
tradas en el tramo actual de la ca-
lle Salesianos, dejando fuera al
resto de la comuna”, sostuvo el
concejal Claudio Escobar (inde-
pendiente).

Aquella vez, el cambio también
fue resuelto por el concejo, que
encabezaba la entonces alcaldesa,
Erika Martínez (Convergencia
Social, hoy parte del Frente Am-
plio): “Con este hito, nuestra co-
muna realiza un acto de justicia
con la memoria del expresidente
Salvador Allende y de todas las
víctimas de la dictadura cívico-
militar”, dijo esa vez, mientras el
municipio señalaba que “es im-
portante mencionar que este cam-
bio busca dar continuidad a esta
importante arteria de la Región
Metropolitana, calle que ya tiene
por nombre Salvador Allende en
las vecinas comunas de San Joa-
quín y Pedro Aguirre Cerda”.

En la RM, hay otras calles que
recuerdan al exmandatario, ubi-
cadas en comunas como Huechu-
raba, Puente Alto, San Bernardo y
Lo Espejo.

Estrecha decisión del concejo:

Avenida de San Miguel
vuelve a llamarse
Salesianos, en vez de
Salvador Allende

La alcaldesa Carol Bown cumple su primer período en San Miguel.
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57%
de directores declara que
existe mayor desconfianza del

Estado.

52%
afirma que la relación con
las contrapartes del Estado ha

empeorado.
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